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MENECES  REYES, Juan Aniceto 
 
(Dossier  26 Pág. – 4 artículos) 
 

NOMBRE COMPLETO: 
Juan Aniceto Meneces Reyes 
EDAD al momento de la detención o muerte: 
01-07-47, 27 años a la fecha de detención 
PROFESION U OCUPACION:  
Estudiante de la Universidad de Chile 
FECHA de la detención o muerte: 
3 de agosto de 1974 
LUGAR de la detención o muerte: 
Vía pública 
ORGANISMO RESPONSABLE de la detención o muerte: 
Dirección de Inteligencia Nacional (DINA) 
TIPO CASO de violación de derechos humanos: 

                                        Detenido Desaparecido 
                                       HISTORIA PERSONAL Y POLITICA: 
                                         Soltero, Militante de la Juventud Radical – Simpatizante del 
                                         Movimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR-Chile) 
 
 

 
 
SITUACION REPRESIVA 
 
Juan Aniceto Meneses Reyes, soltero, estudiante de la Universidad de Chile, 
militante de la Juventud Radical, fue detenido el día 3 de agosto de 1974, cerca del 
mediodía en la vía pública por agentes de la DINA (Dirección de Inteligencia 
Nacional).  
 
Al momento del arresto se encontraba con su amigo Mario Osvaldo Maureira 
Vásquez, quien, dos años más tarde, el 8 de agosto de 1976, fue también detenido y 
permanece en calidad de desaparecido hasta la fecha.  
 
Luego de su aprehensión, Juan Meneses fue conducido al recinto secreto que el 
mencionado organismo de seguridad tenía en calle Londres N°38 de la capital. Allí 
fue interrogado y torturado brutalmente; el agente a cargo de su interrogatorio era 
el Capitán de Ejército Francisco Maximiliano Ferrer, apodado "el Mano Negra".   
 
Según el testimonio de la señora Erika Hennings Cepeda, quien fue detenida el 31 
de julio de 1974 y conducida al recinto de calle Londres, vio llegar a ese lugar a 
Juan Meneses el mismo día de su arresto, 3 de agosto, alrededor de las 12:30 horas. 
Conversó con él en varias oportunidades y en una ocasión ambos fueron 
conducidos, junto con otros detenidos, a declarar a una misma sala.  
 
Dos semanas después de su detención, su madre recibió una llamada telefónica 
anónima comunicándole que su hijo se encontraba en el Campamento de Detenidos, 
incomunicado, conocido como "Cuatro Alamos". Esta información fue confirmada 
tiempo después por testimonios aportados por varios ex detenidos.  
El día 15 de agosto fue trasladado junto con otros detenidos hasta "Cuatro Alamos". 
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Uno de ellos, Sergio Naranjo Ramos, que venía también de calle Londres, señaló que 
el afectado presentaba hematomas en su rostro y tórax, producto de los apremios a 
los que fue sometido.  
 
Otro ex detenido, Juan Carlos Caballero, declaró haber visto a Juan Meneses en el 
mencionado Campamento de Detenidos aún durante el mes de septiembre de 1974.  
Cabe señalar que sus familiares dieron cuenta en el proceso que la vivienda había 
sido allanada en varias oportunidades con anterioridad a la detención por personal 
de la FACH.  
 
Se ignora lo ocurrido al afectado posteriormente por lo que permanece en calidad de 
detenido desaparecido.  
 
Sus familiares acudieron a SENDET, Ministerio de Defensa Dirección de 
Investigaciones, Campamento de Detenidos "Tres Alamos", Postas, Hospitales e 
Instituto Médico Legal sin obtener ninguna información acerca del detenido.  
 
GESTIONES JUDICIALES Y/O ADMINISTRATIVAS  
 
La madre del detenido envió varias cartas al Ministro del Interior, General César 
Raúl Benavides, relatando la situación de su hijo y solicitándole su intervención 
para esclarecer los hechos. Recibió respuesta del Jefe del Departamento 
Confidencial del Ministerio del Interior, fechada el 6 de septiembre de 1976, en la 
cual le indican que no se registran antecedentes en el kardex confidencial del 
Ministerio y no ha sido arrestado hasta esa fecha por orden de esa Secretaría, 
motivo por el cual se enviaron los antecedentes a los respectivos organismos de 
seguridad para efectuar las diligencias indagatorias.  
 
El 4 de noviembre de 1974 se presentó recurso de amparo en su favor rol 1352-74 
ante la Corte de Apelaciones de Santiago.  
 
Enviados los respectivos Oficios, se recibió respuesta del Auditor del Comando de 
Combate para Tribunales de Aviación en Tiempo de Guerra, del Jefe de Zona en 
Estado de Sitio de la Provincia de Santiago y del Ministro del Interior señalando que 
Juan Meneses Reyes no se encontraba detenido ni procesado.  
 
Con estos antecedentes la Corte rechazó el amparo con fecha 18 de noviembre de 
1974; apelada esta resolución fue confirmada por la Corte Suprema el 21 de 
noviembre, ordenando a la Corte de Apelaciones oficiar al Juzgado del Crimen 
correspondiente a fin de instruir sumario e investigar el presunto desaparecimiento 
de Juan Meneses.  
 
El 4 de diciembre de 1974 se inicia causa rol N°99.585-3 en el 5° Juzgado del 
Crimen.  
 
Compareció ante el Tribunal la hermana del afectado quien confirmó los hechos 
relatados por la denunciante.  
 
Una vez recibida la información del Ministerio del Interior y cumplida la orden de 
investigar por un funcionario de la Quinta Comisaría Judicial que no aportaron 
más elementos a la investigación, con fecha 13 de enero se declaró cerrado el 
sumario y se sobreseyó temporalmente la causa.  
 
El 4 de febrero de 1976 se presentó un nuevo recurso de amparo rol 118-76 ante la 
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Corte de Apelaciones de Santiago, al que se acompañaron declaraciones juradas de 
dos ex detenidos testigos de reclusión de Juan Meneses.  
 
Se solicitó al Tribunal oficiara al Director de la DINA, Manuel Contreras a fin de que 
informara si el afectado permaneció recluido en el recinto de calle Londres y en el 
pabellón de incomunicados "Cuatro Alamos" y al Coronel de Carabineros, Conrado 
Pacheco, Comandante del Campamento de Detenidos "Tres Alamos", pero la Corte 
no dio lugar a estas peticiones y con el sólo mérito del informe del Ministerio del 
Interior que señaló que el afectado no se encontraba detenido, declaró sin lugar el 
amparo el 11 de febrero de 1976. Apelada esta resolución, fue confirmada por la 
Corte Suprema el 17 de febrero.  
 
El 27 de julio de 1976 se presentó denuncia por secuestro, rol 78.415-3 ante el 7° 
Juzgado del Crimen, a la que se acompañó declaraciones juradas de dos ex 
detenidos que confirmaban la detención del afectado por la DINA.  
 
Consultados el Ministro del Interior y el Instituto Médico Legal, señalaron no tener 
antecedentes de detención ni registro de ingreso de su cadáver, respectivamente.  
 
La denunciante solicita se cite a declarar a Mario Osvaldo Maureira Vásquez, amigo 
de Juan Meneses, que se encontraba en compañía de éste en el momento de su 
arresto. Agrega que el joven Maureira se encuentra también detenido desde el 8 de 
agosto de 1976. Con respecto a esta situación, el Secretario Ejecutivo de SENDET 
informó que había sido detenido en virtud de decreto emanado del Ministerio del 
Interior el 15 de junio de 1976 y puesto en libertad al día siguiente.  
 
Durante el proceso se tiene a la vista el amparo 118-76. Se agrega otra declaración 
jurada, de otro ex detenido que afirma haber estado con Juan Meneses en el 
Campamento de detenidos "Tres Alamos" en septiembre de 1974.  
 
En consideración a estos antecedentes aportados, la denunciante presenta querella 
por secuestro en contra de los agentes de seguridad que lo detuvieron y lo 
mantienen privado de libertad hasta la fecha y de quienes resulten responsables, 
querella que es declarada sin lugar por el Tribunal.  
 
Continuando con la investigación, informa el Registro Civil y el Departamento de 
Extranjería y Policía Internacional señalando no tener antecedentes del afectado.  
 
También informan la Primera, Segunda, Tercera Fiscalía Militar, el Segundo 
Juzgado Militar y la Fiscalía de Aviación de la II Zona Aérea que señalan no 
registrar proceso en contra de Juan Meneses.  
 
El 27 de abril de 1978, el Juez declara cerrado el sumario y se sobresee 
definitivamente la causa por considerar "inoficioso proseguir la investigación 
atendido el tenor del Decreto Ley N°2191 publicado con fecha 19 del presente sobre 
amnistía". La resolución fue revocada el 27 de junio por considerar que no se 
encontraba agotada la investigación.  
 
Se realizan nuevas diligencias, entre otras se envía Oficio al Campamento de 
Detenidos "Tres Alamos", al que responde la Oficina de Estadística de la Casa de 
Observación de Menores dependiente del Servicio de Gendarmería que funciona en 
el Recinto llamado "Tres Alamos" y que, obviamente, no tiene información al 
respecto.  
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También informó el Comité Internacional de la Cruz Roja señalando que Juan 
Meneses figuraba en la nómina de personas cuyo paradero se desconocía, 
entregada al Ministerio de Relaciones Exteriores y no habían tenido respuesta sobre 
el caso.  
 
Por su parte, la Dirección de Inteligencia del Ejército, DINE, informó que su 
personal no participó en la detención del afectado.  
 
A partir del 21 de junio de 1979, prosigue la tramitación de esta causa a cargo del 
Ministro de la Corte de Apelaciones señor Servando Jordán, designado Ministro en 
Visita Extraordinaria para conocer de las causas por detención y desaparecimiento 
de personas que habían sido presentadas a los Tribunales.  
 
Compareció la madre de Mario Maureira Vásquez, mencionado durante el proceso 
como testigo de la aprehensión de su amigo Juan Meneses, situación que es 
corroborada por la madre quien agrega que su hijo es también desaparecido, según 
consta en el proceso 786 de la Primera Fiscalía Militar.  
 
Se efectúan otras diligencias que no logran esclarecer los hechos y, a fines del año 
1979, el Ministro en Visita se declara incompetente y remite los antecedentes al 
Segundo Juzgado Militar, que designa a la Primera Fiscalía Militar para la 
instrucción de la causa con el rol N°10-80, con fecha 8 de enero de 1980.  
 
A pesar de que la parte perjudicada solicita diligencias tendientes a determinar los 
responsables de la detención del afectado, basados en los datos proporcionados por 
los testigos a través de las respectivas declaraciones juradas, todas fueron 
denegadas, ordenando el Tribunal efectuar otras que no fueron significativas para 
la investigación o que ya se habían realizado.  
 
El 11 de julio de 1981, el Fiscal declaró cerrado el sumario y solicitó en su dictamen 
el sobreseimiento total y temporal por considerar que no se encontraba acreditada 
la responsabilidad y participación de funcionarios de la DINA u otro Servicio de 
Seguridad de las Fuerzas Armadas y de Orden en la detención y posterior 
desaparición de Juan Meneses Reyes. El Juez Militar declaró el sobreseimiento total 
y temporal con fecha 24 de julio de 1981 lo que fue aprobado por la Corte Marcial el 
30 de octubre del mismo año.  
 
El 16 de octubre de 1989, el Fiscal General Militar, en representación del Ministerio 
Público Militar, solicita ordenar el desarchivo del expediente y dictar el 
sobreseimiento total y definitivo en consideración a que el hecho investigado ocurrió 
el 3 de agosto de 1974 por lo que procede aplicar el decreto ley de Amnistía de 1978.  
 
Esta solicitud fue aprobada por el Juez Militar y por el Auditor de Ejército con fecha 
12 de diciembre de 1989 "por encontrarse extinguida la responsabilidad penal de 
las personas presuntamente inculpadas en los hechos denunciados".  
 
Se presentó recurso de apelación que fue declarado "extemporáneo" por el Segundo 
Juzgado Militar el 12 de febrero de 1990. Posteriormente la Corte Marcial confirmó 
el fallo de sobreseimiento por DL 2.191. Se interpuso entonces un Recurso de Queja 
ante la Corte Suprema, la que al mes de diciembre de 1992 aún no resolvía el 
recurso. 
 
Fuente: Vicaria de la Solidaridad 
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Para JUAN MENESES REYES  
Al recorrer esa interminable lista de desaparecidos no pude evitar ese sentimiento 
de impotencia al ver los nombres de muchas personas , de las cuales tuve el honor 
de conocer algunas , y que se caracterizaban por su amor al projimo y por luchar 
incanzablemente por justicia , libertad y contra la pobreza y la esclavitud que 
sufren los humildes. 
 
Pero no pude contener mi tristeza y pesar cuando reconoci el nombre de mi amigo 
de barrio y companero de la Universidad de Chile (Escuela de Economia ) llamado 
JUAN MENESES REYES. 
 
JUAN MENESES REYES, llamado el Chico Meneses por sus amigos de la Juventud 
Radical y por los companeros de Economia , era un joven muy agradable y " pintoso 
", trabajaba el el Hipodromo de Chile como cajero durante los fines de semana y 
ayudaba a su hermana, con la cual vivia en la Poblacion El Pinar. 
 
Limitado por la pobreza y el hecho de no tener sus padres con vida, lucho durante 
esos anos mozos por sus ideales y trato de lograr un nivel mas alto de educacion. 
 
Amante de la tertulia y del analisis politico, fue creciendo mas y mas. A menudo se 
le veia tarde en la noche fumando un Lucky Strike y meditando sobre asuntos 
politicos. 
 
Gracias a el Chico Meneses logre conocer un poco del pasado politico de los 
radicales y del Presidente Pedro Aguirre Cerda y de las traiciones del Gabito 
Gonzales Videla, y aprendi tambien a conocer a un grupo de jovenes que creian en 
las fuerzas sociales y politicas como un medio para promover el cambio en Chile. 
 
A pesar de que estudiamos juntos y viviamos separados solo por un par de puertas , 
desarrollamos nuestro trabajo politico y productivo en distintas areas y solamente 
nos veiamos de vez en cuando y nos deciamos que todo iba lento pero que 
avanzabamos en busca de ese nuevo Chile que anhelabamos 
 
.....hasta el sombrio 11 de Septiembre de 1973 cuando la represion y la cobardia de 
las FF.AA. chilenas empezo a dejar los caminos de nuestro querido Chile regado de 
sangre y cuerpos asesinados y mutilados sepultados a escondidas en medio de la 
noche. 
 
JUAN MENESES REYES probablemente se encuentra en una de esas tumbas aun 
no descubiertas...o quizas si ?....quien sabe ? ...pero desde aqui en Canada ...quiero 
decirte Chico Meneses que no estas olvidado y que tu recuerdo vive ...y que aun 
habemos mucho que seguiremos recordando tu sonrisa franca , tu deseos de un 
Chile mejor y que seguiremos contando tu historia sencilla y humilde como la de 
muchos chilenos que cayeron bajo las balas asesinas del animal de Pinochet. 
 
JUAN MENESES REYES ....PRESENTE .....AHORA Y SIEMPRE LO MISMO QUE 
TODOS LOS DEMAS DESAPARECIDOS .  
 
Tu amigo , Carlos Alberto Rodriguez 
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Fallo de la  Comisión Interamericana de Derechos Humanos en 
contra del Gobierno Chilen 

Meneses Reyes et al. v. Chile, Casos 11.228, 11.229,11.231 and 11.182 Informe No. 
34/96, Inter-Am.C.H.R.,OEA/Ser.L/V/II.95 Doc. 7 rev. en 196 (1997).  

--------------------------------------------------------------------------------  

INFORME Nº 34/96  
CASOS 11.228, 11.229, 11.231 y 11282  
CHILE[*]  
15 de octubre de 1996  
 
I. ANTECEDENTES  
1. Entre 1991 y 1993, la Comisión comenzó a recibir varias peticiones contra el 
Estado de Chile en las que se denunciaba la promulgación del Decreto-Ley 2191 del 
10 de marzo de 1978. En tales peticiones, registradas bajo los números y nombres 
siguientes: 11.228, Irma Meneses Reyes; 11.229, Ricardo Lagos Salinas; 11.231, 
Juan Alsina Hurtos; y 11.282, Pedro José Vergara Inostroza, se alegaba que la 
indicada ley de amnistía de 1978, Decreto Ley 2191, en virtud de la cual se 
perdonaron varios delitos cometidos entre 1973 y 1978, y su consiguiente 
aplicación por los tribunales chilenos, constituye una violación del derecho 
internacional consuetudinario y convencional.  
 
2. Los peticionarios solicitaban, en todas ellas, que la Comisión: 1) declarara que el 
Decreto Ley 2.191 es incompatible con el artículo XVII de la Declaración Americana 
de los Derechos y Deberes del Hombre y los artículos 1, 8 y 25 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos; 2) recomendara al Estado de Chile adoptar 
todas las medidas necesarias para establecer el paradero de las víctimas y 
sancionar a los responsables de las desapariciones y ejecuciones extrajudiciales; y, 
3) recomendara al Estado de Chile otorgar compensación a los familiares de las 
víctimas por la violación de su derecho a la justicia.  
 
3. Habida cuenta de que los alegatos en estas cuatro peticiones son, en esencia, los 
mismos y de que la cuestión es básicamente un asunto de derecho, puesto que no 
son los hechos los que están en disputa sino que se cuestiona si el decreto es 
compatible con la Convención, la Comisión ha decidido considerarlas 
conjuntamente.  
 
II. LAS DENUNCIAS Y EL TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN  
4. Caso 11.228. Con fecha 21 de diciembre de 1993 la Comisión recibió una 
denuncia contra el Estado de Chile por violación al derecho a la justicia y el estado 
de impunidad en que ha quedado la situación de Juan Aniceto Meneses Reyes, 
estudiante de la Universidad de Chile detenido el día 3 de agosto de 1974 por 
agentes de la entonces Dirección de Inteligencia Nacional, DINA. Meneses Reyes fue 
visto después de su detención en el recinto secreto de la calle Londres Nº 38 y luego 
visto otra vez en el Campo de Incomunicados de Cuatro Álamos. Después de esto 
ocurre su desaparición. Los peticionarios daban cuenta de las gestiones, recursos y 
trámites judiciales efectuados dentro de la jurisdicción interna de Chile de la 
siguiente manera: La investigación criminal se inicia ante el 7º Juzgado del Crimen 
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de Santiago a fines de 1979; por estar sindicados agentes del Estado con fuero 
militar, el expediente fue remitido al juzgado castrense; el 24 de julio de 1981 el 
Juez Militar, decretó el sobreseimiento del caso; dicha resolución fue luego 
confirmada por la Corte Marcial el 30 de octubre de 1981; posteriormente, a pedido 
del Ministerio Público Militar, el expediente fue desarchivado y con fecha 12 de 
diciembre de 1989, se le aplicó la ley de amnistía y sobreseyó. En su reclamo por 
esta decisión los familiares de la víctima recurrieron en Queja ante la Corte 
Suprema, la que el 3 de noviembre de 1993 rechazó dicho recurso y dejó firme el 
sobreseimiento definitivo.  
 
5. Caso 11.229. Con fecha 15 de noviembre de 1993, la Comisión recibió una 
denuncia contra el Estado de Chile por violación al derecho a la justicia y el estado 
de impunidad en que ha quedado la situación de Ricardo Lagos Salinas, de 
profesión contador, detenido el día 17 de junio de 1975 por agentes de la ex-
Dirección de Inteligencia Nacional DINA, quienes lo condujeron al recinto de Villa 
Grimaldi de la ciudad de Santiago; luego fue visto con vida, junto con otros 
dirigentes del Partido Socialista, en las instalaciones del indicado cuartel y 
posteriormente se produjo su desaparición. Los peticionarios daban cuenta de las 
gestiones, recursos y trámites judiciales efectuados dentro de la jurisdicción interna 
de Chile de la siguiente manera: La investigación se inicia con la presentación de 
un recurso de habeas corpus interpuesto el 3 de setiembre de 1975, el que fue 
rechazado por la constancia gubernamental de que no se hallaba detenido por 
orden de ninguna autoridad; el proceso de investigación criminal se entabla ante el 
7º Juzgado del Crimen de Santiago; en diciembre de 1979 el expediente fue remitido 
a la justicia militar; el 17 de junio de 1982 el juez castrense decretó el 
sobreseimiento de la causa, lo que fue luego confirmado por la Corte Marcial en 
mayo de 1983. Encontrándose el caso archivado, a solicitud de Ministerio Público 
Militar que solicitó que se le aplicara la ley de amnistía 2191, el Juez Militar dictó el 
30 de octubre de 1989, resolución de sobreseimiento definitivo. Esta resolución fue 
apelada, pero confirmada por la Corte Marcial el 5 de diciembre de 1990. Los 
peticionarios reclamaron de esta decisión ante la Corte Suprema la que el 30 de 
junio de 1993 rechazó su recurso de queja, con lo que quedó definitivamente 
confirmada.  
 
6. Caso 11.231. Con fecha 5 de noviembre de 1993, la Comisión recibió una 
denuncia contra el Estado de Chile por violación al derecho a la justicia y el estado 
de impunidad en que ha quedado la situación del sacerdote español Juan Alsina 
Hurtos, detenido el día 19 de setiembre de 1973 en el centro asistencial San Juan 
de Dios de Santiago, donde laboraba, por efectivos del Ejército, quienes lo 
condujeron al Instituto Nacional Barros Arana donde se había establecido una 
cuartel militar. En dicho local fue visto por el capellán militar, quien inclusive lo 
confesó. Posteriormente fue asesinado y su cuerpo, acribillado a balazos, hallado en 
la rivera del río Mapocho en las proximidades del Bulnes en la ciudad de Santiago. 
Los peticionarios dan cuenta de las gestiones, recursos y trámites judiciales 
efectuados dentro de la jurisdicción interna de Chile de la siguiente manera: El 
proceso por secuestro y homicidio se inicia ante el 3º Juzgado del Crimen de 
Santiago, donde se logra establecer la identidad de los autores pero, aplicando el 
decreto ley de amnistía 2.191, declaró extinguida la responsabilidad criminal de los 
militares responsables. Dicha resolución fue confirmada definitivamente por la 
Corte de Apelaciones de Santiago el 10 de mayo de 1993.  
 
7. Caso 11.282. Con fecha 15 de marzo de 1994 la Comisión recibió una denuncia 
contra el Estado de Chile por violación al derecho a la justicia y el estado de 
impunidad en que ha quedado la situación del señor Pedro Vergara Inostroza, 
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detenido con otras personas el día 27 de abril de 1974 en la ciudad de Santiago por 
personal de la Tenencia de Carabineros de Conchalí y llevado al cuartel de dicha 
entidad. Posteriormente, pese a existir varias personas que dan testimonio de su 
captura y traslado a la estación militar, el señor Vergara desaparece. Los 
peticionarios dan cuenta de las gestiones, recursos y trámites judiciales efectuados 
dentro de la jurisdicción interna de Chile de la siguiente manera: El proceso por 
secuestro y homicidio se inicia ante la justicia ordinaria, es trasferido a la 
jurisdicción militar, la que concluyó sobreseyendo temporalmente el caso. En 
octubre de 1989 el Juez Militar de Santiago desarchivó el caso y aplicándole la ley 
de amnistía, decretó el sobreseimiento definitivo. El fallo del juez fue recurrido ante 
la Corte Marcial, la que con fecha 16 de enero de 1991 confirmó la aplicación de la 
ley de amnistía. Contra este fallo se interpuso Queja ante la Corte Suprema, la que 
el 28 de noviembre de 1991 desechó el recurso dejando firme el sobreseimiento 
definitivo. Finalmente se dedujo recurso de reposición, el que el 30 de setiembre de 
1993 fue declarado improcedente, poniéndose término al intento de esclarecer los 
hechos y sancionar a los responsables.  
 
III. LA ADMISIBILIDAD DE ESTOS CASOS  
8. De conformidad con lo previsto en el artículo 44 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos (en adelante "La Convención), de la cual Chile es Estado 
parte, la Comisión es competente para considerar estos casos por tratarse de 
reclamaciones que alegan violaciones de derechos que garantiza la Convención 
Americana en su artículo 25, relativo al derecho a una efectiva protección judicial y 
en los artículos 1.1, 2 y 43, sobre el deber de los Estados de cumplir y hacer 
cumplir la Convención, de adoptar disposiciones de derecho interno para hacer 
efectivas las normas de la Convención y de informar de ello a la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos.  
 
9. Las denuncias satisfacen los requisitos formales de admisibilidad establecidos en 
el artículo 46.1 de la Convención y en el artículo 32 del Reglamento de la Comisión.  
10. Los peticionarios han agotado los recursos previstos en la ley chilena, tal como 
se establece en el expediente.  
 
11. Las reclamaciones no se encuentran pendientes de otro procedimiento de 
arreglo internacional ni son la repetición de petición anterior ya examinada por la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos.  
 
IV. SOLUCIÓN AMISTOSA  
12. El procedimiento de solución amistosa previsto en el artículo 48.1 (f) de la 
Convención y en el artículo 45 del Reglamento de la Comisión fue propuesto por la 
Comisión a las partes pero no se logró un entendimiento.  
 
13. Al no haberse llegado a una solución amistosa, la Comisión debe dar 
cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 50.1 de la Convención, emitiendo sus 
conclusiones y recomendaciones sobre el asunto sometido a su consideración.  
 
V. CUMPLIMIENTO DE LOS TRÁMITES ESTABLECIDOS POR LA CONVENCIÓN  
14. Durante la tramitación de estos casos la Comisión ha concedido igualdad de 
oportunidades de defensa tanto al Gobierno de Chile como a los peticionarios y ha 
ponderado, con absoluta objetividad, las pruebas y alegatos que sometieron las 
partes y en su tramitación se han observado, cumplido y agotado todos los trámites 
legales y reglamentarios establecidos en la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos y en el Reglamento de la Comisión.  
 



                                                                                                                                                 

 

                        CEME – Centro de Estudios Miguel Enríquez – Archivo Chile  Sida 9 

VI. ALEGATOS PRESENTADOS POR EL GOBIERNO DE CHILE  
15. El gobierno democrático de Chile alega que no ha dictado ninguna ley de 
amnistía incompatible con la Convención Americana, ya que el Decreto-Ley 2.191 
se expidió en 1978 bajo el régimen militar de facto.  
 
16. El Gobierno solicita a la Comisión que tenga cuenta en estos casos el contexto 
histórico en que tuvieron lugar los hechos y la especial situación de retorno del país 
al régimen democrático, dentro de la cual el nuevo gobierno tuvo que acoger las 
reglas impuestas por el régimen militar de facto, las que no podía modificar sino de 
conformidad con la ley y la Constitución.  
 
17. El Gobierno ha intentado derogar el Decreto-Ley de amnistía, pero el precepto 
constitucional dispone que las iniciativas relativas a amnistías sólo pueden tener 
origen en el Senado [artículo 62 inciso segundo de la Constitución], donde carece de 
mayoría debido al número de personas no designadas por votación popular en ese 
cuerpo legislativo.  
 
18. El Gobierno democrático ha exhortado a la Corte Suprema que declare que la 
amnistía vigente no puede ser obstáculo para que se investigue y sancione a los 
responsables.  
 
19. La Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, en cuyo informe se 
individualizó a las víctimas de violación a los derechos fundamentales bajo la 
dictadura militar, entre ellas los casos de las personas comprendidas en estas 
denuncias, reconoció que los casos de estas personas constituían violaciones graves 
en las que tuvieron participación agentes del Estado y, al no determinarse su 
paradero, les atribuyó su condición de "detenidos desaparecidos".  
 
20. Mediante ley 19123, dictada por el Gobierno democrático, se concedió a los 
familiares de las víctimas: pensión única vitalicia en monto no inferior a la 
retribución promedio de una familia en Chile; un procedimiento especial para la 
declaración de muerte presunta; atención especializada por parte del Estado en 
materia de salud, educación y vivienda; condonación de deudas educacionales, 
habitacionales, tributarias y otras con organismos estatales; y exención del servicio 
militar obligatorio para los hijos de las víctimas.  
 
21. El Gobierno democrático expresó su conformidad con la calificación que han 
hecho los peticionarios respecto del carácter del Decreto-Ley No. 2.191, de 19 de 
abril de 1978, que buscó la exoneración de responsabilidad de los crímenes más 
graves cometidos en la historia de Chile.  
 
22. El Gobierno pidió a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos que 
declare en su informe final que al Gobierno de Chile no le son imputables ni tiene 
responsabilidad alguna en las violaciones de los derechos que da cuenta la 
denuncia de los peticionarios en el presente caso.  
 
VII. OBSERVACIONES DE LA COMISIÓN A LOS ALEGATOS DE LAS PARTES  
 
A) Consideraciones Preliminares  
a. Calidad de las autoridades que dictaron la amnistía  
25. La llamada "ley de amnistía" es un acto de poder emanado del régimen militar 
que derrocó al Gobierno constitucional del Dr. Salvador Allende. Se trata por 
consiguiente, de autoridades que carecen de todo título o derecho pues no fueron 
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elegidas ni designadas de manera alguna, sino que se instalaron en el poder por la 
fuerza, después de deponer al gobierno legal, en violación de la Constitución.  
26. Un gobierno de hecho carece de título jurídico porque si un Estado se ha dado 
una Constitución, todo lo que no esté de acuerdo con ella es contrario a Derecho. 
La instalación del gobierno de facto en Chile fue producto de la fuerza y no del 
consentimiento popular.  
 
27. La Comisión, ni aún con el propósito de preservar la seguridad jurídica, puede 
poner en un mismo pie de igualdad la juridicidad de un gobierno de jure con la 
arbitrariedad y contrariedad a Derecho de un gobierno usurpador, cuya posibilidad 
de existir es por definición el origen de la inseguridad jurídica. Tales gobiernos 
merecen el permanente repudio en defensa del Estado Constitucional de Derecho, 
así como del respeto a la vida democrática y al principio de la soberanía del pueblo 
basado en la vigencia plena de los derechos humanos.  
 
28. En el presente caso los beneficiados con la amnistía no fueron terceros ajenos, 
sino los mismos partícipes de los planes gubernamentales del régimen militar. Una 
cosa es sostener la necesidad de legitimar los actos celebrados por la sociedad en 
su conjunto [para no caer en el caos] o los de responsabilidad internacional, porque 
no se pueden sortear las obligaciones asumidas en esos campos, y otra muy 
distinta extender igual trato a los que actuaron con el gobierno ilegítimo, en 
violación de la Constitución y las leyes chilenas.  
 
29. La Comisión considera que sería absurdo pretender que el usurpador y sus 
seguidores pudieran invocar los principios del Derecho Constitucional, que ellos 
violaron, para obtener los beneficios de la seguridad que sólo es justificable y 
merecida para quienes se ajustan rigurosamente a ese orden. Lo actuado por el 
usurpador no puede tener validez ni es legítimo en sí mismo ni en beneficio de los 
funcionarios ilegales o de facto. Porque si quienes colaboran con dichos gobiernos 
tienen asegurada la impunidad de su conducta, obtenida bajo régimen usurpador e 
ilegítimo, no habría diferencia entre lo legal y lo ilegal, entre lo constitucional e 
inconstitucional, y entre lo democrático y lo autoritario.  
 
30. El orden constitucional chileno debe, necesariamente, asegurar al gobierno el 
cumplimiento de sus fines fundamentales, desatándolo de las limitaciones 
contrarias a Derecho e ilegítimos que le impuso el régimen militar usurpador, pues 
no resulta jurídicamente aceptable que éste pueda limitar al gobierno constitucional 
que le sucede en el logro de la consolidación del sistema democrático, como 
tampoco que los actos del poder de facto gocen de la plenitud de los atributos sólo 
reconocibles, de por sí, a los actos legítimos del poder de jure. El gobierno de jure 
reconoce su legitimidad no en las normas emanadas del usurpador, sino en la 
voluntad del pueblo que lo elige, único titular de la soberanía.  
 
b. El derecho constitucional chileno  
31. La posición expresada en el párrafo anterior es coherente con el Derecho 
Constitucional chileno. La Constitución de Chile de 1833 disponía, en su artículo 
158, que "Toda resolución que acordare el Presidente de la República, el Senado o 
la Cámara de Diputados, a presencia o requisición de un ejército, de un general al 
frente de una fuerza armada, o de alguna reunión de pueblo que, ya sea con armas 
o sin ellas, desobedeciere a las autoridades, es nula de derecho y no puede producir 
efecto alguno". A su vez, la Constitución de 1925 declaraba: "Ninguna magistratura, 
ninguna persona ni reunión de personas, pueden atribuirse, ni aún a pretexto de 
circunstancias extraordinarias, otra autoridad o derechos que los que expresamente 
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se les hayan conferido por las leyes. Todo acto en contravención a este artículo es 
nulo". [artículo 4].  
32. Hasta la misma "Constitución" sancionada por Decreto-Ley del régimen militar 
expresa al respecto: "Ninguna magistratura, ninguna persona ni grupo de personas 
pueden atribuirse, ni aún pretexto de circunstancias extraordinarias otra autoridad 
ni derechos que los que expresamente se les hayan conferido en virtud de la 
constitución o las leyes. Todo acto en contravención a este artículo es nulo y 
originará las responsabilidades y sanciones que la ley señale" [artículo 7, segundo 
párrafo] [1]. En tanto que el artículo 5 del mismo documento establece que "el 
ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto a los derechos 
esenciales que emanan de la naturaleza humana", postulando que ningún sector 
del pueblo ni individuo puede atribuirse su ejercicio.  
 
c. Derechos y libertades fundamentales de las personas y el estado  
33. Igualmente, los derechos y libertades fundamentales no cesan ante un gobierno 
de facto, porque son anteriores al Estado y a la Constitución que los reconoce y 
garantiza, pero que no los crea. Por lo que es erróneo afirmar que un régimen de 
facto no tiene límites en su potestad anómala o anticonstitucional. De ahí que un 
gobierno al que se lo acusa de violar en forma sistemática los derechos 
fundamentales de sus gobernados, al exculparse a sí mismo mediante una amnistía, 
incurre en un grave abuso de poder.  
 
34. En tal sentido dice el profesor Christian Tomuschat: "Sostener que en 
determinados casos se debe obediencia a leyes viciadas y a sus implacables 
ejecutores, equivaldría a hacer del Estado un fetiche de carácter divino no 
manchado ni por los actos más atroces y odiosos" (Véase "Sobre la resistencia a las 
violaciones a los derechos humanos", UNESCO, 1984, pág. 26).  
 
d. El derecho internacional de los derechos humanos  
35. El derecho internacional de los derechos humanos reafirma este concepto, a la 
luz de lo que establecen los artículos XX de la Declaración Americana y 23.1a. y b, 
de la Convención, los que resultan inderogables según el artículo 27.2 de esta 
última.  
Otros instrumentos interamericanos reafirman lo anterior, tales como el artículo 3 
de la Carta de la OEA, en tanto hace descansar el principio de solidaridad de los 
Estados americanos sobre el denominador común del "ejercicio efectivo de la 
democracia representativa".  
 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos  
36. La Corte Interamericana de Derechos Humanos define como "leyes" a "la norma 
jurídica de carácter general, ceñida al bien común, emanada de los órganos 
legislativos constitucionalmente previstos y democráticamente elegidos y elaborada 
según el procedimiento establecido por las constituciones de los Estados partes 
para la formación de las leyes" (OC/6, párrafo 38); definición a la que llegó con base 
en el análisis de los principios de "legalidad" y de "legitimidad" y del régimen 
democrático dentro del cual hay que entender el sistema interamericano de 
derechos humanos (OC/6, párrafos 23 y 32), según explícita en su OC/13, párrafo 
25. Para la Corte, "el principio de legalidad, las instituciones democráticas y el 
estado de derecho son inseparables" (OC/8, párrafo 24). La adhesión decidida al 
régimen democrático ha sido señalada por la Corte: "La democracia representativa 
es determinante en todo el sistema del que la Convención forma parte" (OC/13, 
párrafo 34), lo cual completa sus criterios sobre "las justas exigencias de la 
democracia" que deben orientar la interpretación de la Convención, particularmente 
de aquellos preceptos que estén críticamente relacionados con la preservación y 
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funcionamiento de las instituciones democráticas (OC/5, párrafos 44, 67 y 69). 
Tampoco debe olvidarse la doctrina de la Corte que destaca la importancia de la 
legislatura electa en la tutela de los derechos fundamentales (OC/8, párrafos 22 y 
23) y aquella otra en punto al control de la legitimidad de los actos del Poder 
Ejecutivo por parte del Judicial (OC/8, párrafos 29; y 30 OC/9, párrafo 20).  
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos  
37. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos se ha pronunciado sobre 
este tema en múltiples ocasiones. Así por ejemplo, ha dicho que "el marco 
democrático es elemento necesario para el establecimiento de una sociedad política 
donde pueden darse los valores humanos plenos" [Véase, Diez Años de Actividades 
1971-1981, pág. 331], cuando alude al poder predominante que se adjudica a 
órganos no representativos de la voluntad popular [íd. pág. 270]. En el Informe 
sobre Panamá, (1978), pág. 114, párrafo 3. Informe Anual 1978/80, p. 123/24, 
analizando un proyecto de Constitución política para Uruguay; en su informe sobre 
Suriname en cuanto a la participación popular aún en la elaboración de textos 
constitucionales (1983), pág. 43 párrafo 41; lo sostenido con relación al plebiscito 
en Chile, cuestionando su validez por haber tenido lugar durante la suspensión de 
las libertades públicas [Informe 1978/80, pág. 115]; y en lo resuelto en el caso 
"Ríos Montt c/Guatemala)".  
 
El sistema universal  
38. Con referencia al sistema universal, cabría mencionar: a) la Carta de Naciones 
Unidas y su preámbulo ("Nosotros, los pueblos de las Naciones Unidas..."); en su 
referencia a la "libre autodeterminación de los pueblos" y al "desarrollo y estímulo 
del respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales de todos..."; b) 
la Declaración Universal, en su artículo 29; c) El Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos y d) lo dicho por el Comité de Derechos Humanos en "Ngaluba 
c/Zaire", párrafos 8.2 y 10 sobre la negativa del derecho a participar, en 
condiciones de igualdad, en la dirección de los asuntos públicos a raíz de sanciones 
aplicadas a ocho parlamentarios.  
 
Gobierno usurpador y democracia  
39. Por lo expuesto, la Comisión considera que la democracia representativa 
constituye el presupuesto esencial de la organización política de los Estados 
americanos. Los gobiernos de facto no son, en consecuencia, compatibles con las 
exigencias de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.  
 
B) Consideraciones Generales  
40. La Comisión considera que en estos casos las peticiones plantean una cuestión 
de derecho y pretenden determinar si el aludido decreto-ley y la forma como fue 
aplicado por los tribunales chilenos es compatible con la Convención, en la medida 
en que no se ha controvertido ninguno de los hechos alegados y de que no es 
necesario confirmar hecho alguno.  
 
41. Aunque el Gobierno democrático negó su responsabilidad por los hechos 
perpetrados por la dictadura militar, reconoció su obligación de investigar las 
pasadas violaciones de derechos humanos y estableció una Comisión de Verdad en 
orden a averiguar los hechos y publicar sus resultados. Como una medida de 
reparación, el ex-Presidente Aylwin pidió perdón, en nombre del Estado de Chile, a 
los familiares de las víctimas. Además el ex-Presidente protestó públicamente por la 
decisión de la Corte Suprema que determinó que el Decreto-Ley de amnistía debería 
ser aplicado de manera de suspender todas las investigaciones de los hechos. [2] El 
Gobierno democrático, invocando su imposibilidad para modificar o anular el 
Decreto-Ley de amnistía y su obligación de respetar las decisiones del Poder 
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Judicial, alegó que las medidas que ya ha adoptado son tanto efectivas como 
suficientes para cumplir con las obligaciones de Chile bajo la Convención y que 
ellas hicieron innecesarias otras acciones.  
 
42. Los peticionarios, si bien reconocen los esfuerzos del Gobierno, sostienen que 
han sido insuficientes e inefectivos y que éste tiene una obligación permanente de 
investigar completamente los hechos, establecer las responsabilidades y castigar a 
los responsables de las pasadas violaciones a los derechos humanos.  
43. La Comisión observa que, según se ha demostrado en el título anterior, la 
adopción del Decreto-Ley de auto-amnistía estaba en conflicto con disposiciones 
constitucionales vigentes en Chile en el momento en que éste fue dictado. Sin 
embargo, independientemente de la legalidad o constitucionalidad de las leyes en el 
derecho chileno, la Comisión es competente para examinar los efectos jurídicos de 
una medida legislativa, judicial o de cualquier otra índole, en tanto ésta sea 
incompatible con los derechos y garantías consagrados en la Convención Americana. 
[3]  
 
44. En su decisión relativa a la responsabilidad internacional por expedición y 
aplicación de leyes violatorias de la Convención (artículos 1 y 2 de la Convención), 
la Corte declaró que: "Como consecuencia de esta calificación, podrá la Comisión 
recomendar al Estado la derogación o reforma de la norma violatoria y para ello es 
suficiente que tal norma haya llegado por cualquier medio a su conocimiento...". [4]  
45. El artículo 2 de la Convención establece la obligación de los Estados partes de 
adoptar "las medidas legislativas o de otro carácter que fueran necesarias" para 
hacer efectivos los derechos y libertades consagrados en el Pacto. Por lo tanto, la 
Comisión o la Corte están facultadas para examinar --a la luz de la Convención-- 
incluso leyes internas que se alegue supriman o violen derechos y libertades 
consagrados en ella. [5]  
 
46. Al examinar esta materia es importante considerar la naturaleza y gravedad de 
los delitos alegados que afectó el decreto de amnistía. El gobierno militar que estuvo 
al frente del país desde el 11 de septiembre de 1973 hasta el 11 de marzo de 1990 
llevó a cabo una política sistemática de represión que resultó en miles de víctimas 
de "desapariciones", ejecuciones sumarias o extrajudiciales y torturas. La Comisión, 
al referirse a las prácticas de ese Gobierno militar, indicó que:  
"... ese Gobierno [había] empleado prácticamente la totalidad de los medios 
conocidos para la eliminación física de los disidentes, entre otros: desapariciones, 
ejecuciones sumarias de individuos y de grupos, ejecuciones decretadas en 
procesos sin garantías legales y torturas".[6]  
 
47. Algunos de estos delitos se consideran de tal gravedad que han justificado la 
adopción, en varios instrumentos internacionales, de medidas específicas para 
evitar su impunidad, incluyendo la jurisdicción universal y la imprescriptibilidad de 
los delitos. [7]  
 
48. En cuanto a la práctica de desapariciones la Asamblea General de la 
Organización de los Estados Americanos ha declarado ".. que la desaparición 
forzada de personas en América es una afrenta a la conciencia del hemisferio y 
constituye un crimen de lesa humanidad".[8] En su decisión de 1988 en el caso 
"Velásquez Rodríguez", la Corte Interamericana observó que la doctrina y la práctica 
internacionales han calificado muchas veces las desapariciones como un delito 
contra la humanidad. [9] La Convención Interamericana sobre Desaparición 
Forzada de Personas reafirma en su preámbulo que "la práctica sistemática de 
desapariciones forzadas constituye un delito de lesa humanidad".[10] La necesidad 
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social del esclarecimiento e investigación de estos delitos no puede ser equiparada a 
la de un mero delito común. [11]  
 
a) La cuestión del Decreto-Ley de Auto-amnistía  
49. El problema de las amnistías ha sido considerado por la Comisión en diversas 
oportunidades, por reclamos contra Estados partes en la Convención Americana 
que, en busca de mecanismos de pacificación y reconciliación nacional, han 
recurrido a éstas dejando en desamparo a un sector dentro del que se hallan 
muchas víctimas inocentes de la violencia, las que se ven privadas del derecho a la 
justicia en sus justos reclamos contra quienes cometieron excesos y actos de 
barbarie en su contra. [12]  
 
50. La Comisión reiteradamente ha señalado que la aplicación de las amnistías 
hace ineficaces y sin valor las obligaciones internacionales de los Estados partes 
impuestas por el artículo 1.1 de la Convención; en consecuencia constituyen una 
violación de dicho artículo y eliminan la medida más efectiva para poner en vigencia 
tales derechos, cual es el enjuiciamiento y castigo a los responsables. [13]  
51. La cuestión no trata, como los peticionarios lo dejan perfectamente aclarado, de 
violaciones a los derechos humanos que se derivan de la ilegal detención y 
desaparición de las personas consignadas en sus denuncias, hecho practicado por 
agentes del Estado de Chile durante el pasado régimen militar, sino 
fundamentalmente de dos problemas: A) no derogación --y consecuente 
mantenimiento en vigencia-- del Decreto-Ley 2191 de amnistía que se dictó para sí 
mismo el gobierno militar, pero cuya vigencia y aplicación ha continuado durante el 
gobierno democrático, inclusive después que Chile ratificara la Convención 
Americana y asumiera el compromiso de cumplirla; y, B) falta de juzgamiento, 
identificación de los responsables, y sanción a los autores de estos hechos, que se 
inicia durante el gobierno militar y continúa durante el gobierno democrático y 
constitucional.  
 
52. El Gobierno democrático de Chile reconoció la estrecha relación que existe en 
estos casos entre amnistía e impunidad, y por ello dictó la ley No. 19.123, que 
indemniza a los familiares de las víctimas de violaciones a los derechos humanos, y 
considera como una unidad el acto violatorio de los derechos de las víctimas, desde 
el momento de su aprehensión hasta la denegación de justicia.  
 
53. Los hechos denunciados contra el gobierno democrático causan, de un lado, 
incumplimiento de las obligaciones asumidas por el Estado de Chile de adecuar las 
normas de su derecho interno a los preceptos de la Convención Americana, lo que 
viola sus artículos 1.1 y 2 y del otro, su aplicación, que genera denegación del 
derecho a la justicia en agravio de las personas desaparecidas consignadas en las 
denuncias, lo que viola los artículos 8 y 25 en conexión con el 1.1.  
 
54. La Comisión ha tomado en cuenta que el gobierno democrático se dirigió a la 
Corte Suprema en marzo de 1991, exhortándola, especialmente en los casos de 
personas desaparecidas, a hacer justicia y a considerar que la auto-amnistía 
vigente no debía y no podía ser obstáculo para que, judicialmente, se investigasen y 
determinasen las responsabilidades correspondientes y que asimismo, vetó una ley 
que podría haber contribuido con la amnistía.  
 
55. Merece especial reconocimiento la creación de la Comisión Nacional de Verdad y 
Reconciliación y, asimismo, la labor que ésta cumplió reuniendo antecedentes sobre 
violaciones a los derechos humanos y los detenidos desaparecidos, cuyo informe 
individualizó a las víctimas --y entre ellas los casos de las personas comprendidas 
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en las denuncias-- trató de establecer su paradero y medidas de reparación y 
reivindicación para cada una de ellas; reconoció que los casos de estas personas 
constituían violaciones graves a los derechos fundamentales en las que tuvieron 
participación agentes del Estado; reconociéndoles, al no determinarse su paradero, 
la condición de "detenidos desaparecidos".  
 
56. También merece el mismo reconocimiento la ley No. 19.123, iniciativa del 
Gobierno democrático, que concede a los familiares de las víctimas: a) pensión 
única vitalicia en monto no inferior a la retribución promedio de una familia en 
Chile; b) procedimiento especial para la declaración de muerte presunta; c) atención 
especializada por parte del Estado, en materia de salud, educación y vivienda; d) 
condonación de deudas educacionales, habitacionales, tributarias y otras con 
organismos estatales; y, e) exención del servicio militar obligatorio para los hijos de 
las víctimas.  
 
57. Sin embargo, tales medidas no son suficientes para garantizar el respeto de los 
derechos humanos de los peticionarios, conforme a lo prescrito en los artículos 1.1 
y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, mientras el derecho a la 
justicia que les asiste no sea satisfecho.  
 
b) La denegatoria de justicia  
58. La violación al derecho a la justicia y la consiguiente impunidad que se genera 
en el presente caso, constituyen una concatenación de hechos que se inician, según 
quedó establecido, cuando el gobierno militar expide en su favor y en el de los 
agentes del Estado que cometieron violaciones a los derechos humanos, una 
sucesión de normas destinadas a formar un complejo marco jurídico de impunidad, 
que tiene comienzo formalmente en el año 1978 cuando el gobierno militar 
sanciona el Decreto-Ley No. 2.191 de auto-amnistía.  
 
59. El gobierno democrático también se suma a la condena del Decreto-Ley de 
amnistía expresando que: "No puede el Gobierno constitucional sino concordar con 
los peticionarios en el carácter del Decreto-Ley No. 2191, del 19 de abril de 1978, 
que buscó la exoneración de responsabilidad de los crímenes más graves cometidos 
en nuestra historia".  
 
60. En consecuencia, el Estado chileno por órgano de su Poder Legislativo, es 
responsable por la no adecuación o derogación del Decreto-Ley de facto No. 2.191 
del 19 de abril de 1978, lo cual resulta violatorio de las obligaciones asumidas por 
dicho Estado de adecuar sus normas a los preceptos de la Convención, con lo que 
se violaron sus artículos 1.1 y 2.  
 
c) Con respecto a las garantías judiciales (artículo 8)  
61. Se denuncia que las consecuencias jurídicas de las autoamnistía son 
incompatibles con la Convención pues trasgreden el derecho de la víctima a un 
juicio justo consagrado en su artículo 8.  
 
62. El artículo protege el derecho del acusado a un proceso justo "en la 
substanciación de cualquier acusación penal formulada contra el...". Si bien el 
Estado tiene la obligación de suministrar recursos efectivos (artículo 25), los cuales 
deben ser "substanciados de conformidad con las reglas del debido proceso legal 
(artículo 8.1), [14] es importante señalar que en muchos de los sistemas de Derecho 
Penal de América Latina, la víctima tiene el derecho de presentar cargos en una 
acción penal. En sistemas como el chileno, que lo permite, la víctima de un delito 
tiene el derecho fundamental de acudir a los tribunales. [15] Ese derecho es 
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esencial para impulsar el proceso penal y llevarlo adelante. El decreto de amnistía 
claramente afectó el derecho de las víctimas, vigente en la ley chilena, de iniciar 
una acción penal ante los tribunales en contra de los responsables por violaciones a 
los derechos humanos.  
 
63. Y aunque no fuese así, tratándose como en estos casos de delitos de acción 
pública, esto es, perseguibles de oficio, el Estado tiene la obligación legal, 
indelegable e irrenunciable, de investigarlos. Por lo cual, en todo caso el Estado 
chileno posee el monopolio de la acción punitiva y la obligación de promover e 
impulsar las distintas etapas procesales en cumplimiento de su obligación de 
garantizar el derecho a la justicia de las víctimas y sus familiares. Esta carga debe 
ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no como una gestión de 
intereses de particulares o que dependa de la iniciativa de éstos o de la aportación 
de pruebas por parte de los mismos. [16]  
 
64. Los peticionarios alegan asimismo que el Decreto-Ley de Amnistía impidió a los 
familiares de las víctimas la posibilidad de obtener una reparación en los tribunales 
civiles. El artículo 8 de la Convención Americana establece que:  
Toda persona tiene el derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un 
plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial 
establecido anteriormente por la ley... para la determinación de sus derechos y 
obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.  
65. En Chile la posibilidad de iniciar una acción civil no está necesariamente 
vinculada al resultado del procedimiento criminal. A pesar de ello la demanda civil 
debe ser interpuesta en contra de una persona determinada para que se pueda 
establecer la responsabilidad por los hechos alegados y determinar el pago de las 
indemnizaciones. La falta de investigación por parte del Estado hizo virtualmente 
imposible establecer la responsabilidad ante los tribunales civiles. No obstante que 
la Corte Suprema subrayó el hecho de que los procedimientos civiles y penales son 
independientes, [17] la manera como la amnistía fue aplicada por los tribunales 
claramente afectó el derecho de obtener reparación en los tribunales civiles, ante la 
imposibilidad de individualizar o identificar a los responsables.  
 
66. El Decreto-Ley de facto 2191, según fue aplicado por los tribunales del Estado 
chileno, impidió a los peticionarios ejercer su derecho a un proceso justo para la 
determinación de sus derechos civiles, consagrado en el artículo 8.1 de la 
Convención.  
 
d) Con respecto a la protección judicial (artículo 25)  
67. Se denuncia que se privó a las víctimas y a sus familias de su derecho a un 
recurso efectivo en relación con los derechos violados, consagrados en el artículo 25 
de la Convención.  
68. La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha afirmado que los Estados 
tienen la obligación legal de suministrar recursos internos. Sobre este asunto, 
señaló la Corte que:  
 
Según (la Convención), los Estados partes se obligan a suministrar recursos 
judiciales efectivos a las víctimas de violación de los derechos humanos (artículo 25), 
recursos que deben ser substanciados de conformidad con las reglas del debido 
proceso legal (artículo 8.1), todo ello dentro de la obligación general a cargo de los 
mismo Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos 
por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción (artículo 1). 
[18]  
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69. La Corte luego estableció que: "que sean adecuados significa que la función de 
esos derechos, dentro del sistema de derecho interno, sea idónea para proteger la 
situación jurídica infringida"[19]  
 
...La inexistencia de un recurso efectivo contra las violaciones a los derechos 
reconocidos por la Convención constituye una transgresión de la misma por el 
Estado Parte en el cual semejante situación tenga lugar. En ese sentido debe 
subrayarse que, para que tal recurso exista, no basta con que esté previsto por la 
Constitución o la ley o con que sea formalmente admisible, sino que se requiere que 
sea realmente idóneo para establecer si se ha incurrido en una violación a los 
derechos humanos y proveer lo necesario para remediarla. [20]  
70. La auto-amnistía fue un procedimiento general por el cual el Estado renunció a 
sancionar ciertos delitos graves. Además, el decreto, de la manera como fue 
aplicado por los tribunales chilenos, impidió no solamente la posibilidad de 
sancionar a los autores de violaciones de derechos humanos, sino también aseguró 
que ninguna acusación fuera hecha y que no se conocieran los nombres de sus 
responsables (beneficiarios) de forma que, legalmente, éstos han sido considerados 
como si no hubieran cometido acto ilegal alguno. La ley de amnistía dio lugar a una 
ineficacia jurídica de los delitos, y dejó a las víctimas y a sus familias sin ningún 
recurso judicial a través del cual se pudiese identificar a los responsables de las 
violaciones de derechos humanos cometidas durante la dictadura militar, e 
imponerles los castigos correspondientes.  
 
71. Al promulgar y hacer cumplir el Decreto-Ley 2191 de facto el Estado chileno 
dejó de garantizar los derechos estipulados en el artículo 25.  
e) La obligación de investigar  
 
72. La Corte Interamericana de Derechos Humanos, en su interpretación del 
artículo 1.1 de la Convención, establece que "La segunda obligación de los Estados 
Partes es la de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos en la 
Convención a toda persona sujeta a su jurisdicción... Como consecuencia de esta 
obligación los Estados deben prevenir, investigar y sancionar toda violación de los 
derechos reconocidos por la Convención...". [21] La Corte sigue analizando este 
concepto en varios párrafos:  
 
Lo decisivo es dilucidar si una determinada violación a los derechos humanos 
reconocidos por la Convención ha tenido lugar con el apoyo o la tolerancia del poder 
público o si éste ha actuado de manera que la transgresión se haya cumplido en 
defecto de toda prevención o impunemente. [22] "El Estado está en el deber jurídico 
de prevenir, razonablemente, las violaciones de los derechos humanos, de investigar 
seriamente con los medios a su alcance las violaciones que se hayan cometido 
dentro del ámbito de su jurisdicción a fin de identificar a los responsables, de 
imponerles las sanciones pertinentes y de asegurar a la víctima una adecuada 
reparación".[23] "Si el aparato del Estado actúa de modo que tal violación quede 
impune y no se establezca, en cuanto sea posible, a la víctima en la plenitud de sus 
derechos, puede afirmarse que ha incumplido el deber de garantizar su libre y pleno 
ejercicio a las personas sujetas a su jurisdicción". [24] En cuanto a la obligación de 
investigar, señala la Corte que la investigación "...debe tener un sentido y ser 
asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no como una simple gestión 
de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de la víctima o de 
sus familiares o de la aportación privada de elementos probatorios, sin que la 
autoridad pública busque efectivamente la verdad".[25]  
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73. La Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, establecida por el Gobierno 
democrático para investigar violaciones a los derechos humanos ocurridas en el 
pasado, se ocupó de una buena parte del número total de casos y otorgó 
reparaciones a las víctimas o a sus familiares. No obstante, la investigación que 
realizó dicha Comisión sobre casos de violación del derecho a la vida y las víctimas 
de otras violaciones, sobre todo de torturas, se vieron desprovistas de un recurso 
legal y de cualquier otro tipo de compensación.  
 
74. Además, esa Comisión no era un órgano judicial y su labor se limitaba a 
establecer la identidad de las víctimas de violaciones al derecho a la vida. Por la 
índole de su mandato, esa Comisión no estaba habilitada para publicar los 
nombres de quienes cometieron los delitos ni para imponer ningún tipo de sanción. 
Por tal razón, pese a la importancia que tuvo para establecer los hechos y otorgar 
compensación, no puede considerarse a la Comisión de Verdad como un sustituto 
adecuado de un proceso judicial.  
 
75. Esta misma Comisión de Verdad concluyó en su informe que:  
Desde el punto de vista estrictamente preventivo, esta Comisión estima que un 
elemento indispensable para obtener la reconciliación nacional y evitar así la 
repetición de los hechos acaecidos, sería el ejercicio completo, por parte del Estado, 
de sus facultades punitivas. Una cabal protección de los derechos humanos sólo es 
concebible en un real estado de derecho. Y un estado de derecho supone el 
sometimiento de todos los ciudadanos a la ley y a los tribunales de justicia, lo que 
envuelve la aplicación de sanciones previstas en la legislación penal, igual para 
todos, a los transgresores de las normas que cautelan el respeto a los derechos 
humanos".[26]  
 
76. El reconocimiento de responsabilidad realizado por el Gobierno, la investigación 
parcial de los hechos, y el pago posterior de compensaciones no son, por sí mismas, 
suficientes para cumplir con las obligaciones previstas en la Convención. Según lo 
dispuesto en el artículo 1.1 de ésta, el Estado tiene la obligación de investigar las 
violaciones que se hayan cometido dentro del ámbito de su jurisdicción a fin de 
identificar a los responsables, de imponerles sanciones pertinentes y de asegurar a 
la víctima una adecuada reparación. [27]  
 
77. Al sancionar el Decreto-Ley 2191 de facto sobre autoamnistía, el Estado de 
Chile dejó de cumplir plenamente con la obligación estipulada en el artículo 1.1 y 
violó, en perjuicio de los reclamantes, los derechos que reconoce la Convención 
Americana.  
 
f) La responsabilidad internacional del Estado  
78. En este caso no está en cuestión la responsabilidad del Gobierno de Chile ni la 
de los demás órganos que ejercen el poder público, sino la responsabilidad 
internacional del Estado chileno.  
79. En el desarrollo del presente ha quedado acreditada, y el Gobierno no ha 
negado en ningún momento, la actuación activa y pasiva de agentes del Estado 
chileno en la autoría y participación en los hechos denunciados por los 
peticionarios.  
 
80. El Gobierno concuerda en que el decreto 2191 es contrario a Derecho; reconoce 
la estrecha relación entre amnistía e impunidad; admite la comisión sucesiva de 
estos hechos violatorios al derecho a la justicia como una unidad del acto violatorio 
de los derechos de las víctimas, desde su aprehensión hasta la denegación de 
justicia, manifestando que el decreto-ley de amnistía "integra dentro de una sola 
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unidad una política de violaciones masivas y sistemáticas de los derechos humanos 
que, en los casos de las desapariciones forzadas, se inicia con el secuestro de la 
víctima, sigue con su ocultamiento, luego con su muerte, continúa con la negación 
del hecho y concluye con la amnistía de los agentes públicos".[28]  
81. El Gobierno de Chile considera que, como órgano del Poder Ejecutivo, no le son 
imputables ni tiene responsabilidad alguna en las violaciones que denuncian los 
peticionarios porque, en cuanto a la auto-amnistía, el Gobierno democrático no ha 
decretado ninguna ley de amnistía; y en cuanto a la derogación de dicha ley, porque 
no les es posible por las razones que expone; que esta misma limitación existe en 
cuanto a la adecuación de las normas internas a las de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos; que en cuanto a la aplicación de la auto-amnistía no 
puede actuar sino dentro de la ley y la constitución que le fijan el marco de su 
competencia, responsabilidades y capacidades.  
 
82. La circunstancia de que el Decreto-Ley 2191 fue promulgado por el régimen 
militar no puede conducir a la conclusión de que es imposible separar dicho decreto 
y sus efectos legales de la práctica general de las violaciones de los derechos 
humanos de esa época. Si bien el Decreto-Ley fue sancionado durante el régimen 
militar, sigue aplicándose toda vez que se presenta ante los tribunales chilenos una 
denuncia contra un presunto perpetrador de una violación de derechos humanos. 
Lo que ha sido denunciado como incompatible con la Convención son las continuas 
consecuencias jurídicas del Decreto-Ley sobre auto-amnistía. [29]  
 
83. Si bien internamente los poderes ejecutivo, legislativo y judicial son distintos e 
independientes, los tres poderes del Estado conforman un sola unidad indivisible 
del Estado de Chile que, en el plano internacional, no admite tratamientos por 
separado y, por ello, Chile asume la responsabilidad internacional por los actos de 
sus órganos del poder público que transgreden los compromisos internacionales 
derivados de los tratados internacionales. [30]  
 
84. El Estado chileno no puede justificar, desde la perspectiva del Derecho 
internacional, el incumplimiento de la Convención, alegando que la autoamnistía 
fue decretada por el gobierno anterior o que la abstención y omisión del Poder 
Legislativo de derogar dicho Decreto-Ley, o que los actos del Poder Judicial que 
confirman su aplicación, nada tienen que ver con la posición y responsabilidad del 
Gobierno democrático, ya que la Convención de Viena sobre el Derecho de los 
Tratados establece en su artículo 27 que un Estado parte no podrá invocar las 
disposiciones de derecho interno como justificación del incumplimiento de un 
tratado.  
 
85. La Corte Interamericana ha sostenido que: "Es un principio de derecho 
internacional que el Estado responde por los actos de sus agentes realizados al 
amparo de su carácter oficial y por las omisiones de los mismos aún si actúan fuera 
de los límites de su competencia o en violación del derecho interno".[31]  
86. La responsabilidad por las violaciones causadas por el Decreto-Ley 2191, 
promulgado por el régimen militar que detentó el poder en forma antijurídica y 
arbitraria, no derogado por el Poder Legislativo actual y aplicada por el órgano 
jurisdiccional, recae en el Estado de Chile, con prescindencia del régimen que la 
sancionó o del Poder del Estado que la aplicó o hizo posible su aplicación. No puede 
haber duda alguna de la responsabilidad internacional del Estado chileno por los 
hechos que, si bien ocurrieron durante el gobierno militar, aún no han podido ser 
investigados y sancionados. De conformidad con el principio de la continuidad del 
Estado, la responsabilidad internacional existe independientemente de los cambios 
de gobierno. En tal sentido la Corte Interamericana de Derechos Humanos señaló 
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que: "Según el principio del derecho internacional de la identidad o continuidad del 
Estado, la responsabilidad subsiste con independencia de los cambios de gobierno 
en el transcurso del tiempo y, concretamente, entre el momento que se produce el 
hecho ilícito que genera la responsabilidad y aquél en que ella es declarada. Lo 
anterior es válido también en el campo de los derechos humanos, aunque desde un 
punto vista ético o político, la actitud del nuevo gobierno sea mucho más 
respetuosa de esos derechos que la que tenía el gobierno en la época en la que las 
violaciones se produjeron".[32]  
 
87. Confirman el incumplimiento por parte del Estado de Chile de lo dispuesto en 
los artículos 1 y 2 de la Convención los siguientes hechos: que el Decreto-Ley 2191 
emitido por la dictadura militar que se instaló en Chile entre 1973 y 1990 no ha 
sido derogado por el actual Poder Legislativo, sino que se mantiene en vigor; que la 
legislación interna de Chile no ha sido adecuada a las normas de la Convención; y 
que tiene aplicación para los procesos judiciales en trámite según lo declaró su 
actual Poder Judicial.  
 
88. La no derogación del Decreto-Ley de facto, luego de la ratificación de la 
Convención, la falta de adaptación de las normas internas para hacerla efectiva en 
Chile, así como su aplicación al caso concreto en análisis, atribuidos a los Poderes 
Legislativo y Judicial, según sus respectivas competencias, hacen incurrir al Estado 
chileno en infracción de la Convención.  
 
89. Si bien la autoamnistía fue promulgada con anterioridad a la iniciación del 
gobierno democrático y a la ratificación de la Convención, la responsabilidad que se 
le imputa al Estado de Chile por esta cuestión deriva del hecho de que su 
legislación interna no ha sido ajustada a los términos de la Convención y que, al ser 
declarada [en forma arbitraria] constitucional por el Poder Judicial, sus efectos se 
han mantenido en el tiempo al convalidar ello la aplicación de dicho acto de poder 
violatorio de los derechos humanos.  
 
90. Es importante señalar que un representante del régimen surgido del hecho 
militar que derrocó al Presidente Allende sostuvo ante el Comité de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas que el Pacto de Derechos Civiles y Políticos regía 
en Chile desde 1976.[33]  
 
91. Por su parte, de acuerdo con el artículo 5.2 de la Constitución Política de Chile, 
la conciliación entre la norma internacional y la nacional es obligatoria para los 
tribunales chilenos.[34]  
 
92. Los Estados partes de la Convención asumen, como Estados, la responsabilidad 
y obligación de respetar, hacer respetar y garantizar todos los derechos y libertades 
reconocidos en ella a las personas sometidas a su jurisdicción y a cambiar o 
adecuar su legislación para hacer efectivo el goce y ejercicio de esos derechos y 
libertades. Al no haber cumplido el Estado chileno con ese compromiso, infringe los 
artículos 1 y 2 de la Convención.  
 
VII. TRÁMITE FINAL DEL PRESENTE CASO  
93. En el curso de su 92 Período Extraordinario de Sesiones realizado entre el 29 de 
abril y el 3 de mayo de 1996, la Comisión adoptó el Informe 23/96, el cual fue 
remitido al Gobierno de Chile para que formulara, en el plazo de 60 días a partir de 
la fecha de su remisión, las observaciones que estimara pertinentes.  
 
VIII. RESPUESTA DEL GOBIERNO DE CHILE  
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94. Con fecha 30 de septiembre de 1996, el Gobierno de Chile remitió a la Comisión 
su nota de respuesta en la que expresa lo siguiente:  
95. El Gobierno de Chile reitera la relevancia que le reconoce al sistema 
internacional de protección de los derechos humanos, tanto en el plano universal 
como regional, constituyendo uno de los objetivos de su política exterior, contribuir 
a su fortalecimiento y eficacia en pro de la defensa de la persona. Producto de este 
reconocimiento, es que el Estado de Chile -luego de la recuperación de nuestra 
democracia- adhirió a importantes instrumentos internacionales en la materia, 
como son: la Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969 y el 
Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966.  
 
96. En este sentido, relevancia especial constituye para nuestro país, el sistema 
interamericano de protección de los derechos humanos y particularmente la labor 
que desempeña la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Consecuente 
con ello, ha procedido a estimular y respaldar las diversas iniciativas destinadas a 
fortalecer dicho sistema, concretamente a sus órganos fundamentales, esto es, la 
Comisión y la Corte Interamericana de Derechos Humanos.  
 
97. En el informe de la Comisión Interamericana no se cuestiona la actitud 
asumida por los Gobiernos democráticos, en relación a que no fueron ellos quienes 
promulgaron el decreto ley No. 2.191, de 1978, sobre amnistía, ni han propiciado 
nuevas normas legales destinadas a obstaculizar la investigación de los hechos ni 
su sanción por parte de los Tribunales de Justicia.  
 
98. Es de conocimiento de la Comisión Interamericana que el gobierno democrático 
de Chile no comparte el criterio adoptado por la Corte Suprema de Justicia, en 
relación con la interpretación y alcance que se le atribuye al decreto ley de amnistía, 
pero debe, por imperativos constitucionales e internacionales, asegurar la 
independencia del Poder Judicial y garantizar la eficacia jurídica de sus 
resoluciones.  
 
99. El Gobierno de Chile se complace por la valoración positiva que ha hecho la 
Comisión Interamericana por los esfuerzos desplegados para lograr el 
establecimiento de la verdad, la aplicación de justicia y la reparación en los casos 
de las más graves violaciones a los derechos humanos, a través de la importante 
labor que llevó a cabo la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación y, luego, la 
Corporación nacional de Reparación y Reconciliación.  
 
100. Es importante reiterar que los gobiernos democráticos que siguieron al 
régimen militar comparten plenamente las críticas al decreto ley sobre amnistía de 
1978 y que jamás han promulgado normas legales que impidan la investigación de 
las graves violaciones a los derechos humanos perpetradas en el pasado. Por el 
contrario, han propiciado iniciativas legales destinadas al establecimiento de la 
verdad de lo ocurrido con las personas ejecutadas o hechas desaparecer por 
agentes del Estado, con el objeto de obtener la justicia y reparación que sean 
posibles.  
 
101. En relación a las medidas de adecuación legislativa que el Gobierno 
democrático ha emprendido, la Comisión Interamericana no puede desconocer las 
dificultades que en esta materia tiene el Poder Ejecutivo, como consecuencia de las 
peculiares características del proceso de transición del régimen autocrático a uno 
democrático en Chile. Como es de conocimiento general, el Senado, cámara alta del 
Congreso chileno, no se encuentra integrado en su totalidad por miembros elegidos 
democráticamente, sino que tiene un número importante de Senadores designados 
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por el anterior régimen militar. Este hecho produce un indiscutible efecto político 
que distorsiona la voluntad popular e impide avanzar en la reformulación de las 
instituciones democráticas, dentro de lo cual se encuentra la modificación o 
derogación del decreto ley de amnistía de 1978.  
 
102. Conviene señalar que dentro del marco de respeto al estado de derecho y, por 
ende, la independencia de los Poderes del Estado, el Gobierno ha adoptado ciertas 
iniciativas destinadas a adecuar el ordenamiento jurídico interno penal para 
garantizar que los Tribunales de Justicia cuenten con las herramientas necesarias 
para continuar con las investigaciones hasta establecer la verdad e incluso acoger 
las demandas civiles que se presenten en virtud de los artículos 279 bis, 413 y 421 
del Código de Procedimiento Penal, en consonancia con los tratados internacionales 
ratificados por Chile y que se encuentran vigentes.  
 
IX. CONCLUSIONES  
103. Con fundamento en las consideraciones formuladas en el presente Informe, la 
Comisión llega a las siguientes conclusiones:  
 
104. Que el acto de poder mediante el cual el régimen militar que se instaló en 
Chile dictó en 1978 el denominado Decreto-Ley No. 2.191 de autoamnistía, es 
incompatible con las disposiciones de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, ratificada por ese Estado el 21 de agosto de 1990.  
 
105. Que la sentencia de la Corte Suprema de Chile, dictada el 28 de agosto de 
1990 y su confirmatoria de 28 de septiembre del mismo año, que declara 
constitucional y de aplicación obligatoria por el Poder Judicial el citado "Decreto-
Ley" No. 2191, cuando ya había entrado en vigor para Chile la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, viola lo dispuesto por los artículos 1.1 y 2 de 
la misma.  
 
106. Que las decisiones judiciales de sobreseimiento definitivo dictadas en las 
causas criminales abiertas por la detención y desaparición de Irma Meneses Reyes 
(caso 11.228), Ricardo Lagos Salinas (caso 11.229), Juan Alsina Hurtos (caso 
11.231) y Pedro José Vergara Inostroza (caso 11.282), en cuyos nombres se 
iniciaron estos casos, no sólo agravan la situación de impunidad, sino que, en 
definitiva, violan el derecho a la justicia que les asiste a los familiares de las 
víctimas de identificar a sus autores y de que se establezcan sus responsabilidades 
y sanciones correspondientes, y obtener reparación judicial por parte de éstos.  
 
107. Que respecto de tales personas en cuyo nombre se promueven los presentes 
casos, el Estado de Chile ha dejado de cumplir con su obligación de reconocer y 
garantizar los derechos contenidos en los artículos 8 y 25 en conexión con los 
artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos de la cual 
Chile es Estado parte.  
 
108. Que Estado de Chile no ha dado cumplimiento a las normas contenidas en el 
artículo 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en virtud de que 
no ha adaptado su legislación sobre amnistía a las disposiciones de dicha 
Convención. Sin perjuicio de ello, la Comisión valora positivamente las iniciativas 
del Gobierno tendientes a que por los órganos competentes, adopten con arreglo a 
sus procedimientos constitucionales y legales vigentes, las medidas legislativas o de 
otro carácter necesarias para hacer efectivo el derecho de las mencionadas 
personas a obtener justicia.  
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X. RECOMENDACIONES  
109. Por lo expuesto, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, de 
acuerdo con el análisis de los hechos y de las normas internacionales que se 
invocan,  
ACUERDA:  
110. Recomendar al Estado de Chile adecuar su legislación interna a las 
disposiciones de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, de modo que 
las violaciones de derechos humanos del gobierno militar "de facto" puedan ser 
investigadas, a fin de que se individualize a los culpables, se establezcan sus 
responsabilidades y sean efectivamente sancionados, garantizando a las víctimas y 
a sus familiares el derecho a la justicia que les asiste.  
 
111. Recomendar al Estado de Chile que posibilite que los familiares de las víctimas 
a que se refiere el presente caso sean efectivamente resarcidos con justicia por los 
daños inferidos.  
 
112. Publicar el presente informe en el Informe Anual a la Asamblea General de la 
OEA, en virtud de los artículos 48 del Reglamento de la Comisión y 51.3 de la 
Convención, toda vez que el Gobierno de Chile no adoptó las medidas para 
solucionar la situación denunciada, dentro de los plazos concedidos.  
--------------------------------------------------------------------------------  
{1} Constitución Política de la República de Chile, sancionada mediante Decreto Ley 
No.3.464, de 11 de agosto de 1980.  
 
{2} El Presidente Aylwin señaló que: "La justicia exige también que se esclarezca el 
paradero de los desaparecidos y que se determinen las responsabilidades 
individuales. En cuanto a lo primero, la verdad establecida en el informe (de la 
Comisión de Verdad y Reconciliación) es incompleta, puesto que en la mayoría de 
los casos de detenidos-desaparecidos y de ejecutados sin entrega de sus restos a 
sus familiares, la Comisión no tuvo medios para encontrar su paradero".  
 
{3} Corte Interamericana de Derechos Humanos, OC-13 del 16 de julio de 1993, 
donde declaró "La Comisión es competente, en los términos de las atribuciones que 
le confieren los artículos 41 y 42 de la Convención para calificar cualquier norma de 
Derecho Interno de un Estado Parte como violatoria de las obligaciones que éste ha 
asumido al ratificarla" (Parte resolutoria I).  
 
{4} Corte Interamericana de Derechos Humanos, Responsabilidad internacional por 
expedición y aplicación de leyes violatorias de la Convención (artículos 1 y 2 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos), Opinión Consultiva OC-14 de 9 
de diciembre de 1994, párrafo 39.  
 
{5} Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe Anual 1992-1993, 
Informe 29/92, párrafo 32.  
 
{6} Inter-American Yearbook on Human Rights/Anuario Interamericano de 
Derechos Humanos, 1985, Martinus Nijhoff Pub., 1987, pág. 1063.  
 
{7} Tanto la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura como 
la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas establecen 
jurisdicción universal para los delitos en cuestión (artículo 11 y artículos V y VI 
respectivamente). La Convención sobre Desaparición Forzada también establece, en 
el artículo VII, la no aplicación de prescripciones o, si es imposible, la aplicación de  
{8} limitaciones correspondientes a los delitos más graves.  
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{9} Res. AG/RES. 666 (XII-0/83).  
 
{10} Caso Velásquez Rodríguez, Sentencia de 29 de Julio de 1988, Serie C, No. 4, 
párrafo 153.  
 
{11} Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, 
Resolución adoptada en la séptima sesión plenaria, 9 de junio de 1994. OEA/Ser.P 
AG/doc.3114/94 rev.  
 
{12} Ver: AG/RES. 443 (IX-0/79); 742 (XIV-0/84); 950 (XVIII-0/88); 1022 (XIX-0/89) 
y 1044 (XX-0/90 y CIDH, informes anuales 1978; 1980/81; 1981-82; 1985/86; 
1986/87 y especiales, tales como el de Argentina (1980), Chile (1985) y Guatemala 
(1985).  
 
{13} Véase Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
1985-1986, pág. 204.  
 
{14} Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Informes 28/92 (Argentina) y 
29/92 (Uruguay).  
 
{15} Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Velásquez Rodríguez, 
Excepciones Preliminares; Sentencia del 26 de junio de 1987, párrafo 91.  
 
{16} Código de Procedimiento Penal de Chile, Título II, "De la acción Penal y de la 
Acción Civil en el Proceso Penal", artículos 10/41.  
 
{17} Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Velásquez Rodríguez, 
Sentencia del 29 de julio de 1988, párrafo 79.  
 
{18} Corte Suprema de Chile. Decisión sobre recurso de inaplicabilidad del decreto 
ley 2191, 24 de agosto de 1990, párrafo 15. Misma Corte. Decisión sobre recurso de 
aclaración del 28 de septiembre de 1990, párrafo 4.  
 
{19} Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Velásquez Rodríguez, 
Excepciones Preliminares, párrafo 91.  
 
{20} Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Velásquez Rodríguez, 
Sentencia del 29 de julio de 1988, párrafo 64.  
 
{21} Corte Interamericana de Derechos Humanos. OC-9/87, párrafo 24.  
 
{22} Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Velásquez Rodríguez, 
Sentencia del 29 de julio d 1988, párrafo 166.  
 
{23} Idem., párrafo 173.  
 
{24} Idem., párrafo 174.  
 
{25} Idem., párrafo 176.  
 
{26} Idem., párrafo 177.  
 
{27} Informe Rettig. Febrero de 1991, Tomo 2, pág. 868.  
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{28} Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Velásquez Rodríguez, 
Sentencia del 29 de julio de 1988, párrafo 174.  
 
{29} Gobierno de Chile. Nota de 20 de mayo de 1994, pág. 5, párrafo 17.  
 
{30} Ver asimismo, Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Informes 
28/92 y 29/92.  
 
{31} Brownlie: "Principles of Public International Law". Clarendon Press. Oxford, 
1990, 4º ed. págs. 446/52. Benadava: "Derecho Internacional Público". Ed. Jurídica 
de Chile, 1976, pág. 151.  
 
{32} Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Velásquez Rodríguez, 
Sentencia de 29 de julio de 1988, párrafo 170.  
 
{33} Idem., párrafo 184.  
 
{34} Ver: Comité, 4º Período de Sesiones. Exámenes de los informes presentados por 
los Estados Partes... Informes iniciales.... Chile. CCPR/C/1Add. 25,  
 
{35} pág. 48, 27 de abril de 1976.  
 
{36} Ver: Detzner: "Tribunales chilenos y Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos". Comisión Chilena de Derechos Humanos/Academia de Humanismo 
Cristiano. Santiago, 1988. Capítulo IV, pág. 182.  
 

------------------------------0------------------------ 
 

Testimonio 
 

Hace unos dias y gracias a la internet , pude leer la lista de personas  
desaparecidas durante los negros dias del asesino Pinochet  (personalmente me 
refiero a este individuo como el asesino, porque no quiero manchar ni el titulo de 
general ,ni siquiera el de dictador porque las acciones de este individuo claramente 
fueron las de un psicopata asesino). 
 
Al recorrer esa interminable lista de desaparecidos no pude evitar ese sentimiento 
de impotencia al ver los nombres de muchas personas , de las cuales tuve el honor 
de conocer algunas , y que se caracterizaban por su amor al projimo y por luchar 
incanzablemente por justicia , libertad y contra la pobreza y la esclavitud que 
sufren los humildes. 
 
Pero no pude contener mi tristeza y pesar cuando reconoci el nombre de mi amigo 
de barrio y companero de la Universidad de Chile ( Escuela de Economia ) llamado 
JUAN MENESES REYES. 
 
JUAN MENESES REYES, llamado el Chico Meneses por sus amigos de la Juventud 
Radical y por los companeros de Economia , era un joven muy agradable y " pintoso 
", trabajaba el el Hipodromo de Chile como cajero durante los fines de semana y 
ayudaba a su hermana, con la cual vivia en la Poblacion El Pinar. 
 
Limitado por la pobreza y el hecho de no tener sus padres con vida,  lucho durante 
esos anos mozos por sus ideales y trato de lograrun nivel mas alto de educación. 
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Amante de la tertulia y del analisis politico, fue creciendo mas y mas. A menudo se 
le veia tarde en la noche fumando un Lucky Strike y meditando sobre asuntos 
politicos . 
 
Gracias a el Chico Meneses logre conocer un poco del pasado politico de los 
radicales y del Presidente Pedro Aguirre Cerda y de las traiciones del Gabito 
Gonzales Videla, y aprendi tambien a conocer a un grupo de jovenes que creian en 
las fuerzas sociales y politicas como un medio para promover el cambio en Chile. 
A pesar de que estudiamos juntos y viviamos separados solo por un par de puertas , 
desarrollamos nuestro trabajo politico y productivo en distintas areas y solamente 
nos veiamos de vez en cuando y nos deciamos que todo iba lento pero que 
avanzabamos en busca de ese nuevo Chile que anhelabamos.....hasta el sombrio 11 
de Septiembre de 1973 cuando la represion y la cobardia de las FF.AA. chilenas 
empezo a dejar los caminos de nuestro querido Chile regado de sangre y cuerpos 
asesinados y mutilados sepultados a escondidas en medio de la noche. 
 
JUAN MENESES REYES probablemente se encuentra en una de esastumbas aun 
no descubiertas...o quizas si ?....quien sabe ? ...pero esde  
aqui en Canada ...quiero decirte Chico Meneses que no estas olvidado y que tu 
recuerdo vive ...y que aun habemos mucho que seguiremos recordando tu sonrisa 
franca , tu deseos de un Chile mejor y que seguiremos contando tu historia sencilla 
y humilde como la de muchos chilenos que cayeron bajo las balas asesinas del 
animal de Pinochet. 
 
JUAN MENESES REYES ....PRESENTE .....AHORA Y SIEMPRE LO MISMO QUE  
TODOS LOS DEMAS DESAPARECIDOS . 
 
 Tu amigo , Carlos Alberto   
------------------------------------------------                                          
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